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JOSÉ GILDARDO RAMÍREZ GIRALDO 

Magistrado   

 
Referencia:   VERBAL  
Demandante:  CEMEX COLOMBIA S.A.  
Demandado:   EUGENIO CORREA DIAZ 
Decisión:  Revoca auto 
Radicado:  05266 31 03 001 2017 00025 01 
Auto Nro.:  104 
 
   DISTRITO JUDICIAL DE MEDELLÍN 

   TRIBUNAL SUPERIOR 

   SALA UNITARIA DE DECISIÓN 
Medellín, diecinueve de octubre de dos mil veintidós 

 

Procede esta Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por 

el apoderado de la parte demandante en contra de la providencia 

emitida el 7 de septiembre de 2022 por el JUZGADO PRIMERO CIVIL 

DEL CIRCUITO DE ENVIGADO, mediante la cual SE NEGÓ EL 

LEVANTAMIENTO DE MEDIDAS CAUTELARES. 

 

ANTECEDENTES 
 

Dentro del proceso de la referencia, mediante auto del 7 de 

septiembre último se negó el levantamiento de las medidas 

cautelares, consistentes en la cancelación de las transferencias de 

propiedad, gravámenes y limitaciones al dominio efectuados 

posterior a la inscripción de la demanda sobre los bienes inmuebles 

Nos. 019-2520, 019-1037 y 019-5945, por existir sentencia 

ejecutoriada y estimar, acorde con lo establecido en el Art. 133 

numeral 2, que no es dable revivir un proceso legalmente concluido. 

Respecto del bien identificado con folio de matrícula No 019-62 se 

ordenó también, a la Oficina de Instrumentos Públicos de Puerto 

Berrio, inscribir lo ordenado en la sentencia sin exigir la cancelación 

de los embargos posteriores. Frente a dichas providencias el 

apoderado de la parte demandante interpuso de los recursos de 
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reposición y en subsidio el de apelación, negándose el primero y 

concediendo la alzada. 

 

Como fundamento de su disenso sostuvo que, con el escrito de 

demanda que dio origen al proceso se solicitó como medidas 

cautelares la inscripción de la demanda tanto en los predios sobre los 

que versan las pretensiones, como sobre el inmueble de propiedad 

del demandado, en consonancia con lo prescrito en el Art. 590 del C. 

G. del P.; recalcó que en audiencia de incidente de objeción a la 

rendición de cuentas, el 16 de septiembre de 2021 se dispuso la 

inscripción de la sentencia sobre los inmuebles identificados con los 

folios de matrículas Nro. 019-5945, 019-2520 y 019-10370, 

debiéndose, para hacer efectivo el cumplimiento de la misma, dar 

aplicación al inciso final del artículo 591 ibídem como se solicitó 

oportunamente; sin embargo, desconociéndose este canon 

normativo, se mantiene incólume la decisión adoptada en el auto 

atacado, negando la solicitud de ordenar la cancelación de las 

anotaciones posteriores a las inscripciones de la demanda, decisión 

que va en contravía de la orden dada tendiente a que los derechos 

de dominio sobre los respectivos bienes que aparecen a nombre de 

Eugenio Correa Diaz deben transferirse a Cemex Colombia S.A. 

existiendo embargos que fueron anotados en los respectivos folios 

de matrículas inmobiliarias después de la inscripción de la demanda. 

 

Señaló que al mantenerse dichas medidas no es posible ejecutar la 

condena al pago de una suma de dinero haciéndose inane la misma. 

Concluyó, advirtiendo que no permitir que las inscripciones, 

gravámenes o limitaciones al dominio efectuadas con posterioridad a 

la inscripción de la demanda, sean levantadas, es desconocer el 

contenido y alcance del fallo, de las normas que regulan la ejecución 

de la sentencia y los principios que refieren el objeto y efecto de las 

medidas cautelares, haciendo inocua la sentencia que se dictó, razón 

por la cual no se puede hablar de revivir un proceso legalmente 

concluido, sino que se está ejecutando conforme lo señala el fallo, en 
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tanto que lo solicitado por la Oficina de Registro se ajusta al 

ordenamiento legal y a los efectos de publicidad que informan los 

actos registrales, pues poner en cabeza de Cemex dicho bienes con 

medidas cautelares vigentes en procesos de los cuales no es parte, 

podrían ser rematados, lo que riñe contra el debido proceso y contra 

los derechos fundamentales de propiedad que le fueran reconocidos.  

 

Arguyó que se solicitaron medidas cautelares como garantía de pago 

de las sumas de dinero a que se condenó al demandado en los 

términos establecidos en el Art. 306 del C. G. del P. librándose 

mandamiento de pago por auto del 8 de marzo de 2022 y resuelto 

mediante sentencia del 1º de agosto último en donde se ordenó 

seguir adelante con la ejecución. Allí fue ordenado el embargo y 

secuestro de los bienes identificados con las matriculas inmobiliarias 

375-19952, 375-29946, 375-29936, 375-68097, 375-76447, 001-

1176052, 001-1175897, 001-1175898 y 001-117912, que al 

momento de la inscripción de la demanda estaba en cabeza del 

demandado, pero cuya situación jurídica actual, no permite su 

práctica, requiriéndose lo solicitado para ello. 

 

Por lo anterior solicitó se revocara el auto objeto del recurso de 

apelación.  

 

Una vez corrido el traslado ordenado en el artículo 326 ejusdem, la 

parte demandada no se pronunció. Recibido el expediente en esta 

Corporación, resulta preciso anotar que en sede de segunda 

instancia, lo procedente es dar aplicación a lo dispuesto en el inciso 

segundo del artículo 323 del Código General del Proceso, el cual 

respecto al trámite de la apelación de autos dispone que: “Si el juez de 

segunda instancia lo considera inadmisible, así lo decidirá en auto; en caso 

contrario resolverá de plano y por escrito el recurso”, razón por la cual, 

al no advertirse la existencia de alguna causal de inadmisión del 

recurso, se procederá de plano a su resolución. 
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Siendo la oportunidad para resolver, a ello se procede previas las 

siguientes,  

 

CONSIDERACIONES 
 

1. A las medidas cautelares se les ha concebido como actos o 

instrumentos propios del proceso mediante los cuales el juez está en 

condiciones de adoptar las actuaciones necesarias, en orden a 

garantizar la satisfacción de un derecho material, o para su defensa 

a lo largo del mismo. Tienen entonces, un carácter típicamente 

instrumental y provisional en cuanto a su vigencia, aunado a su 

naturaleza jurisdiccional en tanto es un acto del resorte exclusivo del 

juez conductor del proceso. 

  

Es así como en el régimen jurídico, las cautelas constituyen un 

instrumento legal que tiene por objeto garantizar la efectividad de 

un derecho objetivo, legal o convencionalmente reconocido, impedir 

que se modifique una situación de hecho o de derecho o asegurar los 

resultados de una decisión judicial o administrativa futura, mientras 

se adelante y concluye la actuación respectiva, situaciones que de 

otra forma quedarían desprotegidas ante la no improbable actividad 

o conducta distractora del actual o eventual obligado. 

 

2. En el presente asunto se tiene que la sociedad CEMEX S.A presentó 

demanda en contra del señor EUGENIO CORREA DIAZ, en la cuyo 

trámite se decretó la inscripción de la demanda sobre los bienes 

inmuebles identificados con folios de matrículas inmobiliarias Nros. 

019-10370, 019-5945, 038-7639, 019-2520, 038-14177, y 038-

5338. Una vez dictada la sentencia y decidido el incidente de objeción 

a la rendición de las cuentas, el Juez de Conocimiento en audiencia 

del 16 de septiembre de 2021 que: “Ordenar –como  parte  de  la  rendición  
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de  cuentas-,  que  la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Puerto Berrío 

(Ant.), tome nota en el sentido de que los derechos de dominio sobre los 

respectivos bienes, que aparecen a nombre de  Eugenio  Correa  Díaz,  deben  

figurar  a  nombre  de  Cemex  Colombia  S.A.,  con Nit.860002523-1, por haber 

sido adquiridos para ésta, en virtud del mandato oculto”. Posteriormente la 

parte demandante solicitó la expedición de los oficios a la oficina de 

registro y los respectivos despachos comisorios a las notarías 

correspondientes para hacer efectiva esta orden. Sin embargo, las 

oficinas de registro destinatarias la devolvieron sin diligenciar. En 

vista de lo anterior el apoderado de la sociedad demandante solicitó 

se diera aplicación al Art. 591 del C. G. del P. y procediera a la 

cancelación de las anotaciones de las  trasferencias  de  propiedad, 

gravámenes y limitaciones  al dominio  efectuados después de  la  

inscripción  de  la  demanda, solicitud que fuera negada mediante 

providencia del 7 de septiembre último, al considerarse que existía 

sentencia ejecutoriada y conforme al Art. 133 del C. G. del P. 

 

Bajo esta línea argumentativa y en relación la procedencia de lo 

peticionado por el apoderado de la parte demandante dispone el 

inciso 4º del Art. 591 del C. General del P. que: “Si la sentencia fuere 

favorable al demandante, en ella se ordenará su registro y la cancelación de las 

anotaciones de las transferencias de propiedad, gravámenes y limitaciones al 

dominio efectuados después de la inscripción de la demanda, si los hubiere; 

cumplido lo anterior, se cancelará el registro de esta, sin que se afecte el registro 

de otras demandas. Si en la sentencia se omitiere la orden anterior, de oficio o a 

petición de parte, la dará el juez por auto que no tendrá recursos y se comunicará 

por oficio al registrador”. 

 

En efecto, una vez se profiera la sentencia favorable al demandante 

y se hubiese decretado la inscripción de la demanda, debe el 

funcionario judicial ordenar la cancelación de las anotaciones 

posteriores y que impliquen la transferencia de propiedad, 

gravámenes y limitaciones del dominio; aún si en la providencia 
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mencionada se omitiere dicha orden. Deviene tal consecuencia de los 

efectos legales atribuidos a esta especie de medida cautelar, al 

inscribirse la demanda se informa a todo aquel que adquiera con 

posterioridad o constituya gravámenes reales, o limitaciones al 

dominio, que estará sujeto a los efectos de la sentencia según se 

expresa en el Art. 303 de la obra en cita. Quiere ello decir, que 

mediante la inscripción de la demanda se da aviso al público en 

general de la existencia del pleito entre las partes, sin que, por la 

naturaleza misma del registro, pueda alguien sostener que no tuvo 

conocimiento de él. 

 

Adicional a esto, lo que se busca con este tipo de medida es mantener 

el statu quo, pues la inscripción de la demanda tiene como 

consecuencia la oponibilidad del fallo a quienes hubieren adquirido el 

respectivo bien con posterioridad a su registro o su limitación al 

dominio, presentándose modificaciones en la situación jurídica del 

inmueble, pero gracias a la mentada medida se preserva, 

jurídicamente, el estado de cosas presente para ese momento de 

forma tal que, si la sentencia es favorable al demandante, podrá 

materializar la decisión y satisfacerse el derecho correspondiente. En 

otras palabras, las personas ajenas al proceso que celebren negocios 

jurídicos sobre el bien respecto del cual recae la inscripción, deberán 

asumir los efectos de la sentencia, diáfano efecto de la norma en 

comento. 

 

En este orden de ideas, puede sostenerse que, si bien es cierto la 

inscripción de la demanda no pone los bienes fuera del comercio, no 

lo es menos , que sí tiene la virtualidad de afectar el derecho del 

tercero adquirente o promotor del gravamen, quien, sin duda, 

también habrá “adquirido” un pleito o litigio, tanto así que, según el 

caso, tiene legitimación para intervenir en el proceso respectivo, las 
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más de las veces como litisconsorte cuasinecesario, porque es titular 

de una determinada relación sustancial a la cual podrán extenderse 

los efectos jurídicos de la sentencia. 

 

 

Ahora bien, es cierto que el artículo 1521 del C. Civil, autoriza la 

enajenación de los bienes embargados, sin embargo, dicha norma no 

es aplicable al caso, pues claro está, que de los folios de matrículas 

Nros. 019-10370, 019-5945, 038-7639, 019-2520, 038-14177, y 

038-5338, se desprende que primero se dio la inscripción de la 

demanda y posteriormente el embargo sobre dichos predios, por lo 

que el acreedor del demandado en este caso debía atenerse a lo 

resuelto dentro del proceso verbal, según lo consignado en 

precedencia. 

 

De manera que, lo que procedía en este caso era la cancelación de 

las anotaciones posteriores acorde como lo dispone el inciso 4º del 

Art. 591 del C. G. del P, por lo que el auto objeto de recurso se 

REVOCARÁ y en su lugar se ordenará a la Juez de Conocimiento, dar 

aplicación a la precitada norma, allanando la transferencia de los 

bienes afectados por la medida de inscripción de demanda, 

decretando la cancelación de las anotaciones posteriores a ella, 

según lo indicado en el auto del 16 de septiembre de 2021.  

 
 

DECISIÓN: 
 
En mérito de lo expuesto, LA SALA UNITARIA DE DECISIÓN CIVIL, 
DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN, 

 
RESUELVE: 
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PRIMERO. REVOCAR el auto de fecha y procedencia indicado en la 

parte motiva de esta providencia y en su lugar se ordenará a la Juez 

de Conocimiento, dar aplicación al inciso 4º del Art. 591 del C. G. del 

P., allanando la transferencia de los bienes afectados por la medida 

de inscripción de demanda, decretando para el efecto la cancelación 

de las anotaciones posteriores a ella, según lo indicado en el auto del 

16 de septiembre de 2021. 

 
SEGUNDO: Sin COSTAS en esta instancia. 

 

TERCERO.   Para los efectos del inciso segundo del artículo 326 del 

C. General del P., se ordena comunicar lo decidido.  

 
NOTIFÍQUESE 

 

 
JOSE GILDARDO RAMIREZ GIRALDO 

Magistrado 


